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RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

La peticionaria, Noelia Rivera Morales, solicita revisión de una 

minuta en la que el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala de 

Carolina, denegó la moción de desestimación presentada al amparo de 

la Regla 64(n)(4) de Procedimiento Criminal. El dictamen recurrido fue 

dictado el 30 de junio de 2016, notificado el 7 de julio de 2016. 

I 

 Los hechos que anteceden a la presentación de este recurso son 

los siguientes. 

 El 26 de febrero de 2016, el TPI determinó causa probable para 

arresto contra la peticionaria por el delito grave de daño agravado, 

Artículo 199 B, el delito menos grave de daños del Código Penal y 

los delitos menos graves de manejo de vehículo de motor bajo los 

efectos de bebidas embriagantes, Artículo 7.0 de la Ley 22 y de 

conducir sin licencia, Artículo 3.23A de la Ley 22. 

El 25 de mayo de 2016, el TPI decretó el archivo administrativo 

de la acusación por violación al Artículo 199 (B) del Código Penal, 
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condicionado al cumplimiento de la pena de restitución. A esos 

efectos se señaló vista para el 26 de mayo de 2016. 

 El 30 de junio de 2016, la peticionario presentó una moción de 

desestimación al amparo de la Regla 64(n)(4) de Procedimiento 

Criminal, debido a que el juicio fue señalado más de ciento veinte días 

después de la determinación de causa probable para arresto. 

 El TPI hizo constar en la minuta de la resolución recurrida que 

el 25 de mayo de 2016 archivó el cargo por el delito grave. No 

obstante, nada dispuso sobre los menos graves, cuya vista fue 

señalada para el 30 de junio de 2016. 

El TPI expresó que ambas partes estuvieron en sala y ninguna 

planteó que el señalamiento estaba fuera de los términos de juicio 

rápido. La defensa argumentó que no tuvo la oportunidad de 

cuestionar el señalamiento, porque le fue entregado por la alguacil 

luego de que salieron de sala. 

El foro recurrido resolvió que la defensa se allanó al 

señalamiento del caso por los delitos menos grave, debido a que no 

levantó ninguna objeción al respecto. Como consecuencia, denegó la 

moción de desestimación. 

Inconforme con esa decisión, la peticionaria presentó este 

recurso en el que alega que: 

Incurrió en error el Honorable Tribunal de Primera 
Instancia al declarar SIN LUGAR la moción de 

desestimación presentada por la parte recurrente cuando 
el primer señalamiento de este caso se celebró fuera de 

los 120 días violando así el derecho a un juicio rápido. 
 

II 

 
A. 

 
El auto de certiorari es el vehículo procesal extraordinario 

mediante el que un tribunal de mayor jerarquía, puede revisar las 

determinaciones de un tribunal inferior. A través de este recurso, el 

peticionario solicita a un tribunal de superior jerarquía que corrija un 

error cometido por el tribunal inferior. El recurso de certiorari se 
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caracteriza porque su expedición descansa en la sana discreción del 

tribunal revisor. No obstante, la discreción para autorizar la 

expedición del recurso y adjudicarlo en sus méritos, no es irrestricta. 

La discreción se define como una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera. De 

modo que el ejercicio de discreción no implica la potestad de actuar 

arbitrariamente, en una u otra forma, haciendo abstracción del resto 

del derecho. Medina Nazario v. Mcneil Healthcare LLC, 2016 TSPR 36, 

194 DPR ___ (2016). 

Los elementos para considerar si un tribunal inferior abusó de 

su discreción, entre otros, son los siguientes: 1) el juez no toma en 

cuenta e ignora, sin fundamentos, un hecho material importante que 

no podía ser pasado por alto, 2) el juez sin justificación y fundamento 

alguno concedió gran peso y valor a un hecho irrelevante e inmaterial 

y basó su decisión exclusivamente en este, o 3) a pesar de tomar en 

cuenta todos los hechos materiales e importantes y descartar los 

irrelevantes, el juez sopesa y calibra livianamente. Pueblo v. Custodio 

Colón, 192 DPR 567, 588-589 (2015). 

B 

El derecho a juicio rápido está consagrado en nuestra Carta 

Magna. El legislador estableció el alcance de este derecho 

fundamental, prescribiendo los límites que entendió 

constitucionalmente razonables para su protección y darle sentido 

práctico. La Regla 64(n) de Procedimiento Criminal, supra, establece 

los términos de juicio rápido que rigen cada una de las diferentes 

etapas del proceso penal. Este derecho se activa una vez el ciudadano 

está sujeto a responder, cuando el juez determina causa probable 

para arrestar, citar o detener a una persona que ha sido acusada de 

cometer delito. Pueblo v. Custodio Colón, supra, pág. 580. 

El acusado podrá presentar una moción de desestimación al 

amparo de la Regla 64(n)(4), supra, por no haber sido sometido a 
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juicio dentro de los ciento veinte días siguientes a la presentación de 

la acusación o denuncia. No obstante, el derecho a juicio rápido no es 

una protección absoluta, ni opera en el vacío. Su aplicación está 

enmarcada en el debido proceso de ley y la normativa estatal que 

gobierna los procedimientos criminales. Al atender el planteamiento, 

el tribunal deberá tomar en consideración las circunstancias 

específicas que rodean el reclamo del acusado. La demora puede estar 

basada en elementos de justa causa que reconcilien el derecho a 

juicio rápido con las circunstancias reales de cada caso. Además, los 

derechos del acusado deben atemperarse a la administración práctica 

de la justicia. Pueblo v. Custodio Colón, supra, págs. 581-582. 

La renuncia al derecho a juicio rápido deber ser expresa y no 

inferida, voluntaria y realizada con pleno conocimiento de las 

consecuencias de la renuncia. No obstante, aunque los derechos 

constitucionales no deben entenderse presuntamente renunciados, no 

pueden ser utilizados para dilatar y en ventaja para el acusado. La 

ausencia de objeción oportuna puede constituir una renuncia al 

derecho. Pueblo v. Custodio Colón, supra, pág. 582. 

Los criterios para determinar si se violó el derecho del acusado 

a un juicio rápido son los siguientes: 1) duración de la tardanza, 2) 

razones para la dilación, 3) si el acusado ha invocado oportunamente 

su derecho y 4) el perjuicio resultante de la tardanza para el acusado. 

Ninguno de estos criterios es determinante en la adjudicación del 

reclamo. El peso de cada uno está supeditado a las demás 

circunstancias relevantes que el tribunal viene obligado a examinar. 

Por la naturaleza variable y flexible del derecho a juicio rápido, la 

determinación de lo que constituye justa causa bajo la Regla 64 (n), 

supra, debe realizarse caso a caso a la luz de la totalidad de las 

circunstancias. Pueblo v. Custodio Colón, supra, pág. 583. 

La mera inobservancia del término sin más, no necesariamente 

constituye una violación al derecho a juicio rápido, ni conlleva la 
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desestimación de la denuncia o acusación Una dilación mínima es 

requisito del umbral para que un planteamiento de violación a juicio 

rápido progrese. Sin embargo, el remedio extremo de la desestimación 

solo debe concederse luego de efectuado un análisis ponderado y el 

balance de criterios antes esbozados. Por último, el perjuicio que el 

acusado alegue que sufrió como producto de una violación a su 

derecho juicio rápido, no puede ser abstracto ni estar apoyado 

únicamente en un simple cálculo matemático. El perjuicio reclamado 

tiene que ser real y sustancial. Pueblo v. Custodio Colón, supra, págs. 

583-584. 

III 

Luego de revisar el derecho aplicado y los parámetros que nos 

da la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, no 

encontramos en la información provista por la peticionaria en este 

expediente, ninguna razón para creer que el TPI abusó de su 

discreción o cometió un error de derecho al negarse a desestimar las 

acusaciones por violación a los términos de juicio rápido. 

Nuestra intervención en este momento ocasionaría una 

fragmentación indebida de los procedimientos y una dilación 

innecesaria en el caso. A nuestro juicio, no es correcto intervenir en 

esta etapa de los procedimientos. Sin lugar a dudas, el TPI es el foro 

que mejor conoce las interioridades del caso y está en mejor posición 

para determinar cuál es el curso más apropiado a seguir hasta su 

disposición final. 

Nuestra negativa a expedir el recurso, no prejuzga los méritos 

del asunto o la cuestión planteada, ya que la parte peticionaria 

siempre tendrá la oportunidad de reproducir sus planteamientos en 

un recurso de apelación. 

La peticionaria no ha presentado ninguna evidencia que nos 

ponga en posición de ni siquiera pensar que el TPI abusó de su 

discreción o cometió un error de derecho. En ausencia de una 
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demostración clara de que ese foro hubiera actuado arbitraria, 

caprichosamente, abusado de su discreción o equivocado en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma de derecho, no 

debemos intervenir con el dictamen recurrido. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la expedición 

del auto de certiorari. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


